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Convención Derechos del Niño 

 

Parte I 

 

1. Con referencia al informe del Estado parte (véase CRC/C/ECU/5-6, párr. 24), 

sírvanse informar al Comité sobre mecanismos de queja y/o denuncia 

disponibles en la Defensoría del Pueblo para responder a casos individuales de 

violaciones de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

 

La Defensoría del Pueblo del Ecuador es la Institución Nacional de Derechos Humanos 

(INDH) y como tal, tiene el mandato constitucional de proteger, precautelar y promover los 

derechos humanos de todas y todos los ciudadanos.  

 

En ese sentido, implementa su accionar siguiendo los lineamientos internacionales 

establecidos en los Principios de París, que fueron adoptados por las Naciones Unidas, los 

cuales delimitan la naturaleza, alcance y líneas de acción de las Instituciones Nacionales de 

Derechos Humanos (DPE, 2014). 

 

En este contexto, la Constitución, la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo y otras leyes 

secundarias determinan diversas atribuciones dirigidas a la protección y promoción de los 

derechos humanos, centradas en el mandato constitucional del artículo 215, que a 

continuación se detallan:  

 

1. El patrocinio, de oficio o a petición de parte, de las acciones de protección, hábeas 

corpus, acceso a la información pública, hábeas data, incumplimiento, acción ciudadana y 

los reclamos por mala calidad o indebida prestación de los servicios públicos o privados.  

2. Emitir medidas de cumplimiento obligatorio e inmediato en materia de protección de los 

derechos, y solicitar juzgamiento y sanción ante la autoridad competente, por sus 

incumplimientos.  
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3. Investigar y resolver, en el marco de sus atribuciones, sobre acciones u omisiones de 

personas naturales o jurídicas que presten servicios públicos.  

4. Ejercer y promover la vigilancia del debido proceso, y prevenir, e impedir de inmediato 

la tortura, el trato cruel, inhumano y degradante en todas sus formas (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

 

En este marco, la Defensoría del Pueblo cuenta con la Dirección General Tutelar encargada 

de realizar investigaciones defensoriales, vigilancias del debido proceso y garantías 

jurisdiccionales. Además, a través de la Dirección Nacional de Atención Prioritaria y 

Libertades conoce casos concretos de vulneración de derechos de niños, niñas y 

adolescentes. Si bien en su mayoría los casos son presentados por los padres, madres o 

familiares de las y los titulares de derechos, durante el proceso se procura la participación 

del niño, niña o adolescente, cuidando que dicha participación no implique su re 

victimización.   

 

Por otro lado, en cumplimiento de las atribuciones constitucionales y legales, las cuales 

guardan conformidad con los principios de Paris y, en el caso concreto, con lo determinado 

en la Observación General No. 2 del Comité de Derechos del Niño, la Institución ha 

conocido varios casos de posibles vulneraciones de derechos de niños, niñas y adolescentes. 

Al respecto, podemos mencionar los siguientes:  

 

Trámites defensoriales 

 

- Resolución N° 03-DPE-2012, dentro de investigación defensorial aperturada por la 

petición de la representante de un adolescente con discapacidad intelectual leve 

quien manifiesta que su hijo perdió el año sin considerar su situación, ya que las 

autoridades no han tenido un trato prioritario y especializado con él. Al resolver la 

queja, la Defensoría del Pueblo advierte tanto al Rector del Colegio Francisco José 

de Caldas, como al Director Provincial de Educación, que la vulneración de 

derechos constitucionales, sean estos por acción u omisión puede ser sancionados 

por los jueces constitucionales, por tal razón se les excita a restituir los derechos 
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conculcados. Se declara que se han violentado los derechos a la educación, 

seguridad jurídica, igualdad y no discriminación. Se critica la falta de personal 

especializado en el departamento de DOBE institucional del Colegio Francisco José 

de Caldas, así como a la Dirección Provincial las gestiones necesarias a fin que 

estos departamentos estén aptos para su desempeño. 

- Resolución N° 12-DPE-ZCH-2012, mediante la cual se acepta parcialmente la 

petición presentada por una madre de familia la cual señala que su hijo no fue 

promovido al tercer año de educación básica como le correspondía. Según la 

peticionaria esto se debió a los malos tratos recibidos por parte de la profesora del 

grado. Al resolver la queja, la Defensoría del Pueblo determina que por omisión la 

profesora inobservó los derechos que la Constitución, los Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos, la Ley y la reglamentación en materia 

educativa garantizan a todos los seres humanos, especialmente las niñas, niños y 

adolescentes. Se exhorta a las autoridades de la Dirección Provincial de Educación 

de la provincia de Zamora Chinchipe, especialmente al Sr. Director de Educación, 

Directora de la Escuela "González Suárez" y profesora, en el marco de sus 

competencias, procedan a disponer que una comisión especial evalúe al estudiante 

A. C., con el propósito de determinar su situación de aprendizaje para que éste sea 

promovido al tercer año de educación básica de ser el caso. 

- Resolución 040-DPE-DINAPROT 55833-2013. La Secretaria Ejecutiva del Consejo 

Nacional de la Niñez y Adolescencia, pone en conocimiento de la Defensoría del 

Pueblo el caso de una neonata que falleció aparentemente por falta de atención 

médica oportuna, cuya madre, por ser adolescente, se encuentra también en 

situación de vulnerabilidad. La Defensoría luego de investigar el caso resuelve que 

existió vulneración del derecho al acceso a la salud de la niña y de la adolescente 

por habérseles negado atención oportuna. Se exhorta al Ministerio de Salud Pública 

dar el seguimiento debido al caso de manera que se reparen los derechos, hasta 

verificarse el restablecimiento de la salud psíquica y emocional de la adolescente así 

como sus derechos conexos. 
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- Resolución N° DPE-DPG-2013, dentro de investigación defensorial aperturada  por 

la queja de un padre quien quiso contratar los servicios de medicina prepagada para 

su hijo que padece síndrome de Down, ante lo cual recibió una negativa por parte de 

la empresa de seguros, quien señaló que no se podía dar paso a la solicitud debido a 

que las políticas actuales de afiliación señalan que las patologías presentadas por el 

niño no estarían cubiertas por ser consideradas preexistentes. Al resolver la queja la 

Defensoría del Pueblo declara que las empresas Salud S. A. y Ecuasanitas S. A., al 

negarse a suscribir contratos de seguros de salud y/o medicina prepagada a favor del 

niño, incurren en violación del artículo 44 de la Constitución de la República, que 

consagra el principio del interés superior de las niñas, niños y adolescentes, y la 

prevalencia de sus derechos sobre los derechos de los demás. Luego del trámite 

defensorial la empresa dio cobertura completa de salud al niño. 

- Resolución 042-2014, emitida dentro de una investigación defensorial para 

precautelar el derecho de acceso a la educación de varios niños y niñas en la zona 

fronteriza de Sucumbíos que estudiaban en el sector rural. En la misma, se resuelve 

que el Ministerio de Educación del Ecuador, con la emisión del Reglamento a la 

Ley Orgánica de Educación Intercultural no cumple con el estándar de accesibilidad 

de la educación para los niños y niñas menores de quince años al momento de 

limitar la modalidad a distancia, sin prever algún mecanismo idóneo, y efectivo para 

garantizar el acceso a la educación. 

- Trámite No. DPE-1701-170104-19-2015-000117, caso iniciado luego de que la 

DPE, a través de un medio de comunicación, tuvo conocimiento de un concurso de 

belleza denominado “Niña Ecuador”.  Considerando que estos concursos suponen la 

violación de los derechos de las participantes la DPE inició de oficio un trámite 

defensorial notificando a los organizadores de dicho concurso. En este caso se 

determinó que la participación de niñas y adolescentes en espacios de esta 

naturaleza constituyen una violación a sus derechos al desarrollo integral, derecho al 

cuidado, la protección y a vivir una vida libre de violencia, derecho a la integridad, 

dignidad, reputación, honor e imagen y el derecho a la igualdad y no 

discriminación. 
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Además, este pronunciamiento fue remitido a los Gobiernos Autónomos Descentralizados - 

GAD a nivel nacional aspecto que ha dado como resultado la generación de varias 

ordenanzas dirigidas a garantizar y proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes 

expuestos a eventos que puedan atentar contra su integridad. Igualmente, el contenido de la 

Resolución Defensorial  emitida en el caso de los concursos de belleza de niñas fue  puesta 

en conocimiento de los Alcaldes de los GAD y ha servido como sustento para suspender 

varios eventos que se han pretendido realizar en algunas localidades del país. 

 

- Tutela del derecho a la libertad religiosa en un centro educativo mediante 

Resolución Defensorial DPE-01-2015 dictada por la Delegación Provincial de 

Chimborazo. Conforme a la resolución, las madres y los padres de familia de las y 

los adolescentes que estudian en un colegio religioso informaron que las 

autoridades del colegio les habrían informado que sus hijas no tendrían matrícula 

el siguiente año lectivo debido a que no acatan ciertas reglas de la fe católica como 

arrodillarse frente al altar. La resolución analiza el derecho a la libertad religiosa y 

el derecho a la igualdad y no discriminación
1
. 

- Tutela del derecho a la salud de niños pacientes de Mucopolisacaridosis, 

enfermedad considerada como poco frecuente, así mediante Resolución Nro. 01-

DPE-DNAPL-2016 se exhortó al Ministerio de Salud Pública, a la Asamblea 

Nacional y al sector privado a garantizar los derechos de este grupo de atención 

prioritaria. La Defensoría del Pueblo reconoce los esfuerzos realizados por el 

Ministerio de Salud Pública en el tratamiento de la enfermedad, pero a su vez 

exhorta a la cartera de Estado a garantizar y brindar una atención prioritaria, 

preferente y especializada para estos pacientes, con el fin de mejorar su calidad y 

expectativa de vida. Asimismo, la Defensoría señaló que en el caso de no poder 

otorgar el tratamiento por su elevado costo se coordine con otras instituciones el 

diagnóstico, atención y tratamiento.  

                                                           
1 Resolución DPE-01-2015, disponible en :http://repositorio.dpe.gob.ec/bitstream/39000/542/1/CHM-003-

2015.pdf 
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Además, insta a establecer estrategias de planificación presupuestaria en las que se 

tome en cuenta la prevención y atención integral de las enfermedades raras o poco 

frecuentes, en función a la atención prioritaria que debe brindarse a las personas con 

enfermedades de alta complejidad como lo son las enfermedades poco frecuentes, 

más aún si son niñas, niños o adolescentes. 

 

Garantías jurisdiccionales y amicus curiae 

 

- Acción de protección presentada por la DPE ante la negativa del Registro Civil de 

inscribir a una niña nacida en el seno de una familia conformada por dos mujeres, la 

solicitud consistía en la inscripción de la niña con el primer apellido de cada una de 

ellas. En este caso la Defensoría consideró que existía violación del derecho a la 

identidad personal que incluye tener nombre y apellido y el derecho a la familia, 

creando para la niña una situación jurídica irregular que supone la violación de otros 

derechos humanos.  

- Amicus curiae dentro de la acción extraordinaria de protección No. 18571-2015-

0165, mediante el cual la DPE pretende aportar al análisis sobre la garantía de los 

derechos de niños, niñas y adolescentes, respecto al ingreso de personas menores de 

16 años a la corrida de toros denominada "Feria de Ambato Nuestra Señora de la 

Merced". Se observa que en el art. 11 de la Resolución 8, en la cual se establece la 

regulación de espectáculos públicos tienden a brindar la mayor protección posible a 

los derechos de niñas y niños, en especial su derecho a una vida libre de violencia, a 

un entorno saludable que permita su desarrollo holístico y al buen vivir. 

- Amicus curiae 007-DPE-2012El Delegado Provincial de Orellana de la Defensoría 

del Pueblo, presenta un Amicus Curiae a la Sra. Jueza Constitucional de Orellana, 

con el propósito de que el criterio jurídico legal con un enfoque de derechos 

humanos sea considerado al momento de resolver la acción de protección 

presentada por la madre de un adolescente de nacionalidad colombiana, que se 

encuentra residiendo en el Ecuador desde el año 2010 en calidad de refugiado, 

mismo que ha participado como futbolista en distintos eventos deportivos, sin 
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embargo pese a haber sido seleccionado para representar a la provincia de Orellana 

en los VII Juegos Deportivos Nacionales no ha podido participar debido a su 

situación (tener otro origen nacional y ser refugiado en el Ecuador). En el Amicus 

Curiae se hace un análisis de la vulneración de derechos con lo que se solicita que 

se consideren los argumentos vertidos; se adopte en definitiva, una decisión 

jurisdiccional que limite los efectos excluyentes y restrictivos y se actúe bajo el 

amparo del impero del derecho constitucional debidamente establecido; y se 

establezca un mecanismo de reparación y remediación idóneo, eficaz, y capaz de 

prevenir nuevas violaciones constitucionales. 

- Amicus curiae presentado por la Defensoría en el caso 12.723 (2015) ante la Corte 

Intermericana de Derechos Humanos por la violación de los derechos a una niña 

contagiada con VIH debido a una transfusión de sangre provista por la Cruz Roja 

Ecuatorina. El amicus se presentó concretamente por el derecho a la salud, 

estableciendo la responsabilidad del estado por la violación del deber de protección 

frente a los actos de particulares, así como por el deber de garantía.    

 

2. Sírvanse informar sobre las medidas para prevenir la separación de los niños, 

las niñas y los adolescentes de su entorno familiar, en especial los niños con 

discapacidad psicosocial y/o intelectual, así como para favorecer su 

desinstitucionalización e inclusión en la vida social y comunitaria. Sírvanse 

informar sobre mecanismos de monitoreo del acogimiento institucional y 

familiar y sobre medidas de protección de las garantías del debido proceso de 

niños en procesos de adopción. 

 

La Defensoría del Pueblo desde octubre de 2016 forma parte del Comité Interinstitucional 

de seguimiento de casos de niños, niñas y adolescentes en acogimiento. Este Comité está 

conformado por el Consejo de la Judicatura, Fiscalía General del Estado, Ministerio de 

Inclusión Económica y Social y la Defensoría del Pueblo, y tiene como objetivo realizar 

seguimiento de los casos de niños, niñas y adolescentes en acogimiento y dar intervención 

integral. 
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Por otra parte, es importante señalar que la Defensoría del Pueblo en el año 2013 abrió el 

Expediente 1700000-27-2013 respecta a la petición presentada por la Fundación Alas de 

Colibrí y otras contra el Ministerio de Inclusión Económica y Social. 

 

Respecto a este caso, cabe señalar que las organizaciones encargadas del acogimiento 

solicitaron la intervención de la Defensoría del Pueblo en virtud que el control que 

realizaba el Ministerio de Inclusión Económica y Social incluía exigencias que no se 

acoplaban a la realidad de las casas de acogida. 

 

En este marco, la Defensoría del Pueblo en el año 2013 aperturo el caso y se ha realizado el 

levantamiento de información, así como también se solicitó a las Delegaciones Provinciales 

de la Defensoría realizar visitas a las Casas de Acogida ubicadas en sus localidades, esto a 

fin de identificar los nudos críticos en esta materia. Finalmente esta por emitirse una 

resolución defensorial respecto a este caso. 

 

3. Sírvanse proporcionar información sobre la cobertura de la justicia 

especializada en la niñez y adolescencia, el número de jueces, fiscales y de 

defensores públicos especializados en la infancia. Sírvanse informar sobre la 

separación por edades en la práctica en los centros de internamiento de 

adolescentes infractores (véase CRC/C/ECU/5-6, párr. 211). Sírvanse también 

detallar el procedimiento formal mediante el cual los adolescentes en estos 

centros pueden denunciar vulneraciones de sus derechos, así como de los 

procedimientos para obtener información sobre su proceso judicial o su 

proceso de reinserción social. 

 

La Defensoría del Pueblo en el año 2016 publico el Informe temático sobre la situación de 

las y los adolescentes en los centros de adolescentes en conflicto con la ley penal, y en el 

mismo respecto a la separación de personas privadas de libertad por categoría concluye que 

la forma de separar los dormitorios de las y los adolescentes en los centros no 
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necesariamente cumple con los estándares establecidos en el Código de la Niñez y 

Adolescencia, en el cual en su artículo 393 “prevé la separación de las y los adolescentes en 

función del tipo de medidas: internamiento provisional, orientación y apoyo para medidas 

de fin de semana e internamiento de régimen semiabierto, e internamiento; estas secciones 

deben además tener subsecciones atendiendo a la edad de las y los adolescentes: 

adolescentes menores de 15 años, entre 15 y 18 años, mayores de 18 a 24 años y mayores 

de 24 años” (DPE, 2016, p.92). 

 

De igual forma, señala que solo dos de los centros  (Centro Virgilio Guerrero  y el Centro 

de Adolescentes Infractores CAI Masculino de Guayaquil) tienen criterios que se 

aproximan a lo establecido en el Código de la Niñez y Adolescencia, y al respecto en el 

informe se menciona lo siguiente: 

 

 En el Centro Virgilio Guerrero los adolescentes son separados en tres secciones: sección 

Transcender, para mayores de 18 años; sección Superación, para menores de 16 años; y 

sección Renacer que incluye la subsección Recepción, de 16 a 18 años.  

 El CAI Masculino de Guayaquil tiene varias fases: Fase A, para adolescentes que están 

entre los 12 a 15 años; Fases B y D destinadas a adolescentes de entre 15 y 18 años que 

cuentan con medida socioeducativa; Fase C, para mayores de edad; y Fase E para quienes 

tengan orden de detención preventiva. (DPE, 2016, p.92). 

 

De igual forma, en este informe se señala que en los demás centros, la separación aplica 

distintos criterios para ubicar a las y los adolescentes en diferentes dormitorios. Por 

ejemplo, “en los centros de Esmeraldas y de Ambato uno de los criterios para la separación 

es la disciplina de las y los adolescentes. En el Centro de Cuenca, de acuerdo con la 

información provista por el Coordinador, no existen criterios de separación.  

En los dos centros femeninos, Conocoto y Guayaquil, los criterios de separación son las 

medidas que cumplen las adolescentes” (DPE, 2016, p.92). 
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Respecto al procedimiento de quejas, en el informe temático antes señalado se menciona 

que “En los centros no existe un procedimiento para la presentación de quejas. En algunos 

casos las y los coordinadores señalan que pueden acercarse a ellos a presentarlas; sin 

embargo las y los adolescentes afirman que no es posible hacerlo y, cuando lo hacen, sus 

quejas en realidad no se resuelven de ninguna forma” (DPE, 2016, p.91). 

 

Y en lo que concierne a la asistencia legal, según el mismo informe, las y los adolescentes 

en todos los centros señalan que “han contado con abogada o abogado defensor, ya sean 

públicos o privados, mientras dura el proceso de juzgamiento; sin embargo, una vez emitida 

la sentencia, no tienen más acceso a sus abogadas o abogados (…)” (DPE, 2016, p.91).  

 

A esto hay que sumarle que “no todos los centros cuentan con apoyo legal, en muchos 

casos las y los coordinadores cumplen algunas de estas funciones (CAI de Conocoto, 

Esmeraldas, Guayaquil-Femenino, Ambato, Loja, Riobamba)”. En otros centros las 

funciones se distribuyen con personas del equipo (como el caso de Loja, con trabajadora 

social) o se comparten con la respectiva Coordinación Zonal del Ministerio de Justicia, 

Derechos Humanos y Cultos (Riobamba, Machala). También se encuentra coordinación 

con la Defensoría Pública (Conocoto e Ibarra)” (DPE, 2016, p.91). 

 

Parte III 

1) Sírvanse proporcionar datos desglosados (por edad, sexo, discapacidad, nivel 

socioeconómico, origen étnico, población rural/urbana y ubicación geográfica) 

que abarquen los tres últimos años sobre: 

 

a) El número de niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso y violencia, con 

información adicional sobre el tipo de violencia (tortura, violencia sexual, 

castigo corporal, violencia doméstica, violencia callejera, etc.) y el tipo de 

asistencia prestada a los niños víctimas, las compensaciones recibidas y el 

seguimiento realizado, incluyendo el enjuiciamiento de los responsables y las 

sentencias dictadas en el Estado parte. Proporcionen cuando sea posible  datos 
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sobre los autores, especificando si eran miembros de bandas criminales, 

miembros de las fuerzas policiales, familiares, personal escolar u otros. 

 

La Defensoría del Pueblo no dispone de la información solicitada en virtud que no es la 

instancia competente sobre estos temas. 

 

Bibliografía 

 

Ecuador, Constitución, (2008, 20 de octubre). Registro Oficial 449 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2012). Resolución N° 12-DPE-ZCH-2012 

(Vulneración derecho a la educación) [versión Adobe Reader]. Zamora Chinchipe: DPE. 

Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/929 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2012). Resolución N° 03-DPE-2012 

(Vulneración del derecho a la educación inclusiva) [versión Adobe Reader]. Santo 

Domingo de los Tsáchilas: DPE. Recuperado de: 

http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/904 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2013). Resolución N° DPE-DPG-2013 

Expediente 0157 (Niegan acceso a medicina prepagada a un niño con síndrome de Down). 

Guayaquil: DPE. Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/949 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2013). Resolución 040-DPE-DINAPROT 

55833-2013 (Muerte de neonata por falta de atención médica) [Versión Adobe Reader]. 

Quito: DPE. Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/717 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2014). Resolución 042-2014 (Acceso a la 

educación en sector frontera con Colombia) [versión Adobe Reader]. Quito: DPE. 

Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/737 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2014). Informe de Labores. Quito  

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2015). RESOLUCIÓN DPE-01-2015 (Libertad 

de religión) [Versión Adobe Reader]. Riobamba: DPE. Recuperado de: 

http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/542 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2016). Resolución No. 01-DPE-DNAPL-2016 

http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/929
http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/904
http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/949
http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/717
http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/737
http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/542


Dirección Nacional de Investigación e Incidencia de Políticas Públicas 

DNIIPP 

 
 

(Derecho a la salud - Personas con enfermedades raras y catastróficas) [versión Adobe 

Reader]. Quito: DPE. Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/1262 

Defensoría del Pueblo de Ecuador. (2016). Informe temático sobre la situación de 

las y los adolescentes en los centros de adolescentes en conflicto con la ley penal. Quito: 

DPE. Recuperado de: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/1521 

 

http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/1521

